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Con este artículo investigativo se analizará el manejo de los recursos de ley establecidos 
en el artículo 74 de la ley 1437 de 2011 (Ley 1437, 2011), actual código de procedimiento 
administrativo y de lo contenciosos administrativo, de una manera sencilla y sin tanta 
palabra técnica, con el fin de que pueda la investigación servir tanto a los estudiosos del 
derecho como a la sociedad en general que no tiene conocimientos del mismo 
En la investigación establecemos: ¿cómo es el manejo para interponer los recursos de 
ley frente a los actos administrativos?, ¿Cuáles son los términos legales para 
interponerlos los recursos que hubiere lugar?,¿En qué etapa se encuentran los recursos 
establecidos y radicados? Y cuando hablamos de acto administrativo además los 
conceptos  de los recursos como lo son el de Reposición, Apelación, y Queja. 
Debemos anunciar que el código anterior hablaba de vía gubernativa y mediante la ley 
1437 de 2011 (Ley 1437, 2011), evoluciono y los estableció como recursos de ley frente 
a los actos administrativos, establecidos y ubicados en el artículo 74 del mismo código 
Con esta investigación se manejan términos y conceptos de doctrinantes del derecho y 
además de estudiosos del tema investigado, con ello algunos ejemplos que llevaran al 
lector a tener una lectura dinámica y menos aburrida, servirá como una ayuda científica 
jurídica, con la finalidad de erradicar esos vacíos legales que tienen algunos litigantes, 
estudioso o lector del tema investigativo.   
 







With this investigative article, the management of the legal resources established in article 
74 of Law 1437 of 2011, current code of administrative procedure and of administrative 
litigation, will be analyzed in a simple way and without so much technical word, in order to 
that research can serve both legal scholars and society in general that has no knowledge 
of it. 
In the investigation we establish: how is the management to interpose the resources of 
law in front of the administrative acts?, Which are the legal terms to interpose them the 
resources that would have place?, In what stage are the established and established 
resources? And when we speak of an administrative act, the concepts of resources such 
as Reposition, Appeal, and Complaint. 
We must announce that the previous code spoke in a governmental way and through Law 
1437 of 2011, it evolved and established them as legal resources against administrative 
acts, established and located in article 74 of the same code 
This research deals with terms and concepts of doctrinants of law and also scholars of 
the subject investigated, with it some examples that will take the reader to have a dynamic 
reading and less boring, will serve as a legal scientific aid, in order to eradicate those legal 
gaps that some litigants have, a scholar or reader of the investigative topic. 
 






El nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
(Ley 1437 de 2011) (Ley 1437, Congreso de la Republica, 2011), llamado comúnmente 
por los doctrinantes el CPACA, desarrolla en su primera parte normas que tienen como 
finalidad proteger y garantizar los derechos y libertades de las personas, la primacía 
de los intereses generales, la sujeción de las autoridades a la Constitución y demás 
preceptos del ordenamiento jurídico, el cumplimiento de los fines estatales, el 
funcionamiento eficiente y democrático de la administración, y la observancia de los 
deberes del Estado y de los particulares.  
Así mismo, el código en su artículo segundo refiere a las normas que le son 
aplicables a todos los organismos y entidades que conforman las Ramas del Poder 
Público en sus distintos órdenes, sectores y niveles, a los órganos autónomos e 
independientes del Estado y a los particulares, cuando cumplan funciones 
administrativas. 
Es por ello que en el presente artículo titulado “ANÁLISIS DE LOS RECURSOS DE 
REPOSICIÓN Y APELACIÓN CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS EN EL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO -LEY 1437 DE 2011 (Ley 1437, Congreso de la Republica, 2011)”, 
pretendemos como finalidad brindar a los estudiosos del derecho administrativo, entre 
estos a los estudiantes de derecho, abogados y a particulares, toda una serie de 
enriquecidos conocimientos y análisis normativos sobre los recursos de ley frente a los 
actos administrativos, en forma escrita y sencilla, sin a entrarnos en términos 
demasiados técnicos, ni en profundas discusiones que tiendan a confundir al lector, 
dirigido a brindar una mejor orientación a cerca de los diversos recursos de los cuales 
se puedan hacer uso cuando de una decisión administrativo exista inconformidad con 
lo resuelto. Se trata, pues, de tener claridad con algunas definiciones de lo que es un 
acto administrativo, un recurso, clases de recursos, oportunidad para su presentación 
y la firmeza de los actos administrativos.     
 Este artículo le facilitará en su consulta por tratarse de un tema específico y 
cotidiano en el ejercicio de la profesión, recopilado de la lectura de módulos y 
excelentes libros que se han escrito y que tratan sobre los recursos de ley en el nuevo 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  
Por lo anterior, este artículo está dirigido al estudio de los recursos de ley 
enfocándolo al nuevo Código, por cuanto el anterior se refería al agotamiento de la vía 
gubernativa, mientras que en el actual se refiere a los recursos de los actos 
administrativos y pretende ser un modesto aporte en este campo de derecho, con la 
seguridad de haber cumplido con el propósito de una ayuda práctica y conceptual 
normativa.          
 
  
 ANÁLISIS DE LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN Y APELACIÓN CONTRA LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO LEY 1437 DE 
2011 
 
¿Qué es un acto administrativo? 
 
Existen variadas definiciones del acto administrativo. Según Agustín Gordillo (Gordillo, 
2008) define el “Acto Administrativo”, como “toda declaración unilateral de voluntad 
realizada en el ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos 
individuales de forma inmediata.” En este sentido quedan excluidos los actos de la 
administración puramente materiales, por ejemplo redacción de un oficio. 
Es decir, esa autoridad que es el Estado a través de una decisión en forma 
voluntaria y unilateral o por intermedio de un particular en ejercicio de funciones 
públicas, emite una decisión que tenga capacidad de producir efectos jurídicos. Ese 
acto que por su presunción de legalidad produce seguridad jurídica entre la 
administración y el administrado. 
Al definir el acto administrativo como una declaración debe entenderse que se trata 
de una aseveración o exposición que se hace públicamente en donde se crean no 
solamente derechos, sino también obligaciones. Como derecho traemos como ejemplo 
la concesión de una licencia de construcción y como obligaciones aquella que se 
puede originar en la construcción sin la respectiva licencia y produciéndose una 
sanción o en el pago de una multa. 
Ahora bien, en el sentido unilateral, podemos decir, que se diferencia de los 
acuerdos bilaterales, que como ejemplo se refieren cuando existe en un contrato, sería 
el caso en un contrato de arrendamiento, en la que se hace necesario la voluntad de 
las dos partes; en cambio, en el acto administrativo solo existe es la voluntad de la 
administración. 
En otras palabras, se considera como acto administrativo, la decisión de la 
administración al responder una petición interpuesta por un particular. Por ejemplo, 
cuando Pedro solicita ante la Administradora Colombiana de pensiones- 
 COLPENSIONES-, el reconocimiento y pago de la pensión por haber cumplido los 
requisitos de tiempo y edad, y ésta a través de un acto administrativo resuelve negar 
la petición interpuesta por aquel, manifestándole que aún no cumple con uno de los 
requisitos. 
La Honorable Corte Constitucional, en sentencia No. C-069/95 (Sentencia C - 069, 
1995), nos habla sobre el acto administrativo de diferentes aspectos, a saber:  
 
“La existencia del acto administrativo está ligada al momento en que la 
voluntad de la Administración se manifiesta a través de una decisión. El 
acto administrativo existe, tal como lo señala la doctrina, desde el momento 
en que es producido por la Administración, y en sí mismo lleva envuelta la 
prerrogativa de producir efectos jurídicos, es decir, de ser eficaz. De igual 
manera, la existencia del acto administrativo está ligada a su vigencia, la 
cual se da por regla general desde el momento mismo de su expedición, 
condicionada, claro está, a la publicación o notificación del acto, según sea 
de carácter general o individual.” 
 
En otros términos, se puede decir que el acto administrativo una vez proferida por 
el servidor público adquiere su existencia como tal; adquiriendo vigencia desde el 
mismo momento en que es expedida, la que debe ser notificada a la parte interesada 
y por ello la presunción de legalidad. 
La eficacia del acto administrativo se debe entender que una vez expedida produce 
efectos jurídicos y en este sentido en la sentencia antes referida, dijo lo Corte lo 
siguiente: 
 
“La eficacia del acto administrativo se debe pues entender encaminada a 
producir efectos jurídicos. De lo anterior se colige que la eficacia del acto 
comporta elementos de hecho, pues una decisión administrativa adoptada 
de conformidad con el ordenamiento jurídico superior, cobijada por 
presunción de constitucionalidad y de legalidad, puede constituir un acto 
administrativo perfecto pero ineficaz. Así mismo, una decisión viciada de 
 nulidad por no cumplir con todos los requisitos establecidos por el 
ordenamiento jurídico superior, puede llegar a producir efectos por no haber 
sido atacada oportunamente.” 
 
Notificado el acto administrativo en debida forma, se procede a interponer los 
recursos, si a ello hubiere lugar. Ese acto dispone de la presunción de validez y con 
carácter obligatorio. 
Esa manifestación de poder reflejada en forma unilateral, en el ejercicio de las 
potestades administrativas, sobre los derechos e intereses de otros sujetos públicos o 
privados, debía ejercerse un control donde se le informara a la parte afectada que tenía 
la posibilidad de acudir a la misma administración o quien profirió el acto administrativo 
para que presentara su inconformidad y fuese revisada esas actuaciones; a fin de que 
las mismas fueran decisiones equilibradas y justas al afectado, y para ello hubo la 
necesidad de crear medios para modificar o revocar las decisiones tomadas en forma 
unilateral, y de ahí nace los recursos contra los actos administrativos. 
Una vez definido que es un acto administrativo, es relevante destacar sobre la 
existencia de ciertas etapas por las cuales pasan cada uno de ellas, así lo ha 
clasificado el doctor LIBARDO RODRIGUEZ, en su libro DERECHO 
ADMINISTRATIVO GENERAL Y COLOMBIANO, (3) tales, (Rodríguez R. Libardo, 
2015) como: su nacimiento, su publicidad, controversia administrativa, sus efectos y la 
desaparición de sus efectos.  
En cuanto al nacimiento del acto administrativo, refiere de ciertos elementos 
esenciales frente a la jurisprudencia, y que son: órgano competente, voluntad 
administrativa, contenido, motivos, finalidad y forma. Por otra parte, dice el autor, que 
frente a la doctrina colombiana, ha señalado como elementos del acto administrativo 
a los sujetos, el objeto o contenido, la causa o motivo, la finalidad y formalidades.  
Definiendo como sujeto al órgano que profiere la decisión o el acto y al particular en 
quien recae la decisión. El primero se ha denominado como sujeto activo (la autoridad 
u órgano administrativo que emite la decisión) y este último como sujeto pasivo (el 
destinatario de dicha decisión). Ahora como objeto o contenido, refiere al asunto de 
que trata la decisión. Con relación a la causa o motivo, a los fundamentos fácticos o 
 jurídicos tenidos en cuenta por la autoridad para la expedición del acto. La finalidad 
refiere al propósito o resultado que busca la autoridad. Y termina diciendo que con 
respecto a las formalidades son aquellos requisitos de procedimiento y de forma 
necesaria para dictar el acto, los cuáles pueden ser anteriores, concomitante o 
posteriores al mismo.  
Es importante resaltar desde la perspectiva profesional del derecho y especialmente 
quienes litigan en el mundo del derecho administrativo, conocer los elementos que 
estructuran o conforman un acto administrativo, por cuanto nos facilita la tarea de 
poder saber si el mismo quedó bien elaborado, estructurado o si cumple con la finalidad 
por el cual fue creado; pero además, si ese acto puede soportar el examen de legalidad 
en sentido general, muy a pesar de que goza de ésta presunción, frente a una posible 
acción de nulidad. 
Pues bien, no se trata solamente de tener presente una definición clara del acto 
administrativo, como la decisión voluntaria, unilateral de una autoridad estatal o de un 
particular autorizado por el Estado en el ejercicio de sus funciones públicas, que sea 
capaz de producir efectos jurídicos, que goce de seguridad jurídica, de estabilidad y 
firmeza; sino, que además, que esos elementos constitutivos, tales como: subjetivo, 
objetivo, formal, causal y finalista, tenga una relación valorativa que nos indique que el 
acto fue creado con todos esos requisitos cumpliendo con los preceptos de la  
Constitución y la Ley. 
Es decir, si nos centramos en el elemento subjetivo, es de preguntarnos, si los 
sujetos vinculados en la relación; tal como el actor o el productor del acto tienen la 
facultad de obrar, tiene la capacidad y la competencia para expedir ese acto 
administrativo. Así mismo, con el sujeto pasivo, quien es el destinatario de ese acto. 
Por ello, debemos preguntarnos: ¿QUIÉN? ¿Quién expidió el acto? ¿Quién debió 
expedir ese acto? ¿Quién tiene esas funciones? Y con estas preguntas estaríamos 
haciéndole el examen correspondiente para enfrentarlo a una de las causales de 
nulidad; pues, si la respuestas a los interrogantes no satisfacen los requerimientos 
jurídicos podría el acto administrativo afrontar un control como el de una acción de 
nulidad por incompetencia. 
 
 Así mismo, con el elemento objetivo, que no es otra que el núcleo del acto 
administrativo, donde la administración permite, prohíbe, castiga, valora, certifica, 
opina, exige, etc., y que además de ser lícito, cierto, posible, determinado o 
determinable; sería preguntarnos ¿QUÉ? 
Igualmente, con el elemento formal, que nos indica los procedimientos, las 
ritualidades para la expedición de ese acto administrativo; pues, siendo reglado, se 
establece el paso a paso que debe cumplir el mismo para su expedición; de lo 
contrario, al no llenar estos requisitos estaríamos frente una posible causal de nulidad 
por violación al debido proceso. Es por ello, que deberíamos preguntarnos ¿CÓMO? 
¿Cómo se expidió ese acto administrativo? ¿Cómo se exteriorizó ese acto? Si el 
mismo estuvo sujeto a las normas generales u ordinarias o especiales. 
El elemento causal son aquellos supuestos de hecho y de derecho que sirvieron de 
fundamento para la expedición del acto administrativo. Es decir, es la motivación del 
acto administrativo. Y para ello, sólo nos basta con preguntarnos ¿POR QUÉ? ¿Por 
qué se expidió ese acto administrativo? Si a estas preguntas no soporta el examen 
correspondiente se podría plantear la causal de nulidad por falsa motivación.  
Por último, como elemento constitutivo tenemos, el finalista. Qué es lo que busca la 
administración con la expedición del acto administrativo. Qué fin persigue la 
administración: Es el aspecto misional de la entidad. Y para ello, nos preguntaríamos 
¿PARA QUÉ? ¿Para qué se expidió el acto administrativo? Y en cuanto a la pregunta 
observamos que el fin es diferente; entonces, al examen expuesto de ese acto 
administrativo se podría enfrentar ante una causal de nulidad como sería el de 
desviación de poder. 
Sin embargo, existen otros elementos, conocidos como elementos accesorios o 
accidentales, que son aquellos que no inciden ni afectan la validez del acto; pero su 
relación más bien es con la producción del efecto jurídico. Encontramos como 
elemento accesorio: el término, la condición y el modo. 
En consecuencia de lo anterior, se nota la importancia que los abogados 
administrativistas deben tener claridad en los elementos esenciales o constitutivos del 
acto administrativo; pues, conociendo la esencia de cada uno de ellos, nos llevaría con 
seguridad a determinar en donde está la afectación a una norma superior y con ese 
 conocimiento podemos incoar la demanda en forma acertada y con orientación a la 
causal invocada de nulidad la que mediante una declaración de un juez, ante la 
jurisdicción contencioso administrativa se decide la suerte de la misma. 
 
¿Qué es un recurso? 
 
Según el nuevo diccionario manual ilustrado de la LAROUSSE, define recurso 
como: “Acción de recurrir a alguien o algo.” “Acción que concede la ley al condenado 
en juicio.” “Medio expediente que se utiliza para salir de apuro.” “Reclamación 
mediante escrito contra las resoluciones determinadas bien ante la autoridad que las 
dictó, bien ante alguna otra.” 
Según el doctor Eduardo José Galvis Ursprumg (Eduardo José Galvis Ursprumg, 
2013), en su libro VIA GUBERNATIVA, en el acápite herramientas para el agotamiento 
de la vía gubernativa, refiere que “el administrado inconforme con la voluntad de la 
administración, plasmada en el acto administrativo, pueden dentro del plazo que se le 
concede por el legislador impugnarlo.” 
“La herramienta idónea para esta labor es conocida en el derecho administrativo 
como recursos ordinarios, los cuales se presentan inicialmente como el reposición o 
de apelación, aflorando el segundo nivel el de queja, cuando se ha negado el recurso 
de apelación.” 
La Ley 1437 de 2011, en su artículo 77 (Ley 1437, 2011), establece los requisitos 
que debe contener un recurso, los cuales en su numeral primero hace referencia que 
se debe interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su representante o 
apoderado debidamente constituido. 
En este numeral, la norma consagra que en un acto administrativo además, de 
contener la decisión que ella conlleva, una vez notificada la misma, se concede un 
término a la parte interesada para que dentro ese plazo haga uso del recurso. Recurso 
que lo puede realizar con las formalidades legales establecidas por quien se encuentre 
legitimado, directamente por el interesado o su representado o el apoderado a quien 
se le ha otorgado poder para actuar.   
 En el numeral segundo, hace alusión que debe sustentarse con expresión concreta 
de los motivos de inconformidad. Es decir, al no existir aceptación con lo resuelto en 
el acto administrativo, trae como consecuencia inconformidad a las pretensiones que 
fueron expuestas con anterioridad, el cual debe estipular no solamente en que consiste 
esa inconformidad y a la vez sustentar o argumentar lo pretendido, en forma clara  y 
precisa para que al desatarse el recurso sea tenido en cuenta los puntos de 
inconformidad, a fin si fuere del caso lo aclare, lo modifique o revoque. 
En el tercer numeral, nos habla que se pueden solicitar pruebas que considere 
necesarias para que le de viabilidad a lo requerido y también si las tiene allegarlas para 
soportar o respaldar cada uno de los ítems de inconformidad que considere necesaria 
y deban tenerse en cuenta.  Es del caso que el recurrente a pesar de haber solicitado 
una prueba que es necesaria e importante haciendo uso del derecho de petición no ha 
sido posible conseguirla, en razón a que la autoridad ha sido renuente en entregarla, 
se puede en este caso por intermedio del recurso, que se alleguen las pruebas que no 
se han podido aportar, a fin de que la misma sea valorada en cada caso en particular.  
El primer inciso del cuarto numeral, se entiende con meridiana claridad que se debe 
indicar el nombre del recurrente, con su respectiva dirección de notificación ya sea 
donde le va llegar las comunicaciones respectivas o utilizando los medios electrónicos 
si los tuviere. 
En el segundo inciso, exige que para ser apoderado requiere además de ser 
abogado  se encuentre en uso de su ejercicio profesional; queriendo con esto decir, 
que aquellos abogados que se encuentren suspendidos o impedidos para el ejercicio 
de la profesión una limitación que para este caso le impide su actuación. Además, 
cuando el recurrente actúa como agente oficioso, es decir, en representación de otra 
persona, deberá acreditar la calidad de abogado en ejercicio; y a su turno debe ser 
ratificada su actuación por la persona dentro del término de dos meses por quien se 
está actuando, la que se debe garantizar previamente mediante caución y si ésta 
puede hacerse efectiva cuando no exista ratificación de aquel; caso en el cual se corre 
el riesgo que por la falta de ratificación se archive el expediente.  
     
 ¿Establecer cuáles son los recursos que se pueden interponer contra los actos 
administrativos de acuerdo a la ley 1437 de 2011 código de procedimiento 
administrativo y de lo contencioso administrativo? 
 
El nuevo Código de Procedimiento administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
–Ley 1437 de 2011-, en su Parte Primera-Procedimiento Administrativo, título III-
Procedimiento Administrativo General, capítulo VI- Recursos, en su artículo 74 (Ley 
1437, Congreso de la Republica, 2011). Trata sobre los recursos contra los actos 
administrativos, de la siguiente manera: 
 
“Art.74-Por regla general, contra los actos administrativos procederán los siguientes 
recursos:  
 
1. El de reposición, ante quién expidió la decisión para que la aclare, modifique, 
adicione o revoque. 
2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el 
mismo propósito. 
 
No habrá apelación de las decisiones de los ministros, directores de departamentos 
administrativos, superintendentes y representantes legales de las entidades 
descentralizadas ni de los directores u organismos superiores de los órganos 
constitucionales autónomos. 
Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes 
legales y jefes superiores de las entidades y organismos del nivel territorial. 
3. El de queja cuando se rechace el de apelación. 
El recurso de queja es facultativo y podrá interponerse directamente ante el superior 
del funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá acompañarse 
copia de la providencia que haya negado el recurso. 
De este recurso se podrá ser uso dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
notificación de la decisión. 
 Recibido el escrito, el superior ordenará inmediatamente la remisión del expediente, 
y decidirá lo que sea del caso. 
Según el profesor LIBARDO RODRIGUEZ, en su obra Derecho Administrativo 
General y Colombiano, décima novena edición, de la editorial Temis, página 438 
(Rodríguez R. Libardo, 2015), al tratar el tema sobre la controversia administrativa del 
acto, en su parte introductoria, refiere que una vez ha nacido a la vida jurídica el acto 
administrativo y se ha cumplido las formalidades propias de su publicidad, surge para 
los destinatarios de los efectos del acto respectivo la posibilidad de cuestionar su 
validez y oportunidad ante la propia administración pública, a través del ejercicio de 
los llamados recursos administrativos.  
Es decir, proferida el acto administrativo por parte de la administración, el paso a 
seguir es la notificación a las partes interesadas, a fin de que si no están de acuerdo 
con la decisión adoptada, proceda a interponer los recursos de que la ley demanda. 
Por ello, es de vital importancia, manifestar en el mismo acto administrativo señalar  
cuál o cuáles son los recursos que proceden para que el destinatario haga uso de ellos, 
cuando exista inconformidad con lo decidido, ya sea para que la aclare, modifique, 
adicione o revoque. 
Anteriormente, el Código Contencioso Administrativo hablaba en el título II sobre el 
agotamiento de la vía gubernativa, término que desapareció con el nuevo Código 
Procedimiento Administrativo y de lo contencioso Administrativo –Ley 1437 de 2011 
(Ley 1437, Congreso de la Republica, 2011)-, por cuanto ahora refiere únicamente a 
los recursos contra los actos administrativos, siendo éstos un procedimiento que se 
sigue ante la administración para dirimir las controversias de sus propias decisiones 
antes de que las mismas queden debidamente ejecutoriadas o adquieran firmeza.  
 
Recurso de reposición  
 
Como se expuso en líneas anteriores, tenemos que el recurso de reposición, que 
según el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCION CUARTA, consejero Ponente. CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ, 
Bogotá, D.C., veintinueve (29) de Mayo de dos mil catorce (2014), Radicación 
 13001233300020120004501 Actor DEPARTAMENTO DE BOLIVAR contra la DIAN 
Numero Interno. 20383 (Sentencia nº 13001233300020120004501, 2014), Auto, es “… 
la vía procesal a través de la cual se llega directamente ante el funcionario que tomó 
la decisión administrativa con el fin de que la aclare (explique o despeje puntos 
dudosos) o revoque (deje totalmente sin efectos la decisión reemplazándola o 
derogándola) a través de escrito presentado en la diligencia de notificación personal.  
Debe tenerse en cuenta lo establecido en el artículo 75 ibídem, que no habrá 
recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de trámite, preparatorios, o 
de ejecución, excepto en los casos previstos en norma expresa. Es decir, solo 
proceden contra los actos administrativos de contenido individual.   
Es importante resaltar, que no se puede pedir o buscar indemnización de perjuicio 
por medio de los recursos, por cuanto a ello solo le compete reconocerlo es ante el 
juez competente. 
Como se puede observar el recurso de reposición es la primera actuación o 
herramienta que tiene el destinatario del acto administrativo para impugnar las 
decisiones que pueden lesionar derechos y por ello como lo exige el mismo artículo 74 
ibídem, se interpone ante quien profirió el acto para que lo aclare, modifique, adicione 
o revoque. Una vez se notifique la decisión que se quiera impugnar, lo puede hacer en 
forma verbal si la misma fue notificada en estrados y en forma escrita se puede 
interponer cuando a ello hubiere lugar.   
El artículo 76 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, establece sobre la oportunidad y presentación de los recursos de 
reposición y de apelación que deberán interponerse por escrito en la diligencia de 
notificación personal, o dentro de los diez (10) días siguientes a ella o a la notificación 
por aviso, o al vencimiento del término de publicación, según el caso.   
El recurso de reposición es facultativo, y a pesar que es un recurso autónomo 
porque no depende de otro recurso para iniciar su trámite ya es decisión de la parte 
hacer uso o no de interponerlo. 
Al tenor del artículo 86 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, nos enseña que salvo lo dispuesto en el artículo 52 de 
este código, transcurrido un plazo de dos (2) meses, contados a partir de la 
 interposición de los recursos de reposición o de apelación sin que se haya notificado 
decisión expresa sobre ello, se entenderá que la decisión es negativa. El plazo 
mencionado se suspenderá mientras dure la práctica de pruebas. 
    
Recurso de Apelación 
 
Se ha tratado de definir de diferentes maneras qué es un recurso de apelación, que 
si bien es definido con diferentes términos, no se deja de apuntar a lo mismo, y por ello 
se encuentra en la enciclopedia libre de WIKIPEDIA (wikipedia, 2016) definiciones 
como: El recurso de apelación es un medio de impugnación a través del cual se busca 
que un tribunal superior enmiende conforme a Derecho la resolución del inferior. 
Dentro del orden jurisdiccional existen diferentes instancias ordenadas de forma 
jerárquica. Esto significa que la decisión de un órgano jurisdiccional puede ser revisada 
por uno superior. Cuando un juez o tribunal emite una resolución judicial, es posible 
que alguna de las partes implicadas no esté de acuerdo con la decisión. En este caso, 
habitualmente, la parte puede usar la apelación, a través de la cual se recurre a un 
órgano jurisdiccional superior para que revise el auto judicial o la sentencia y, si estima 
que tiene defectos, la corrija en consecuencia. 
También, se dice como aquella equivalente en el orden administrativo suele 
denominarse recurso de alzada, que es la forma en que se solicita al funcionario 
superior que revise la decisión de un subordinado y que se contrapone al recurso de 
reposición o reconsideración, que se dirige al mismo funcionario que dictó la 
resolución. 
Cuando una sentencia jurisdiccional no admite ningún recurso, o ha terminado el 
plazo para presentarlos, se denomina sentencia firme. 
En el libro de Derecho Administrativo y Procesal Administrativo (Teórico-Práctico) 
en su novena edición, de la Uniacademia Leyer de (Esteban Mora y Alfonso Rivera 
Martinez), refieren el recurso de apelación como expresión del principio de la doble 
instancia, consagrado en la legislación procesal para impugnar determinados actos 
interlocutorios y las sentencias de primer grado, como el medio ordinario para hacer 
operantes el principio de las dos instancias; y tiene por objeto de llevar al conocimiento 
 de un juez superior la resolución de uno inferior, a fin de que se revisen y se corrijan 
los yerros que este hubiese podido cometer. 
La Constitución Política en sus artículos 29, 31 y 86 (constitucion politica, 1991), 
prevé como derecho fundamental a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho.  Sin embargo se desprende de tal contenido 
el principio de la doble instancia, soportado por el mecanismo de la impugnación, por 
medio de la apelación, claro está que entendiendo que no es absoluto en el sentido de 
que toda providencia judicial sea susceptible de ser apelada; pues en su artículo 31 
nos enseña que toda sentencia puede ser apelada o consultada, salvo las excepciones 
que consagre la ley.   
Por tratarse de un tema dirigido de cuáles son los recursos procedentes contra los 
actos administrativos, como se dijo en líneas anteriores, al referirnos al artículo 75 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que no 
habrá recurso contra los actos de carácter general, ni contra los de trámite, 
preparatorios, o de ejecución, excepto en los casos previstos en norma expresa. Es 
decir, solo proceden contra los actos administrativos de contenido individual. 
Por otra parte, en el artículo 78 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, nos dice cuando un recurso puede ser rechazado; por ello, 
si el escrito por el cual se formula el recurso no se presenta con los requisitos previstos 
en los numerales 1 (Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o su 
representante o apoderado debidamente constituido), 2 (Sustentarse con expresión 
concreta de los motivos de inconformidad) y 4 (Indicar el nombre y la dirección del 
recurrente, así como la dirección electrónica si desea ser notificado por este medio; 
etc.,) del artículo 77 ibídem, el funcionario competente deberá rechazarlo. Contra el 
rechazo del recurso de apelación procederá el de queja.  
En su artículo 79, nos dice que los recursos se tramitarán en el efecto suspensivo.  
Los recursos de reposición y de apelación deberán resolver de plano, al no ser que al 
interponerlos se hay solicitado la práctica de pruebas, o que el funcionario que ha de 
decidir el recurso considere necesario decretarlas de oficio.  
Vencido el período probatorio, si a ello hubiere lugar, y sin necesidad de acto que 
así lo declare, deberá proferirse la decisión motivada que resuelva el recurso. La 
 decisión resolverá todas las peticiones que hayan sido oportunamente planteadas y 
las que surjan con motivo del recurso. De los recursos podrá desistirse en cualquier 
tiempo. 
 Es importante tener presente que el Código en su artículo 82, que las autoridades 
podrán crear, en su organización, grupos especializados para elaborar los proyectos 
de decisión de los recursos de reposición y de apelación. 
 
Recurso de Queja 
 
Como una alternativa que tiene el interesado cuando en un momento dado en que la 
entidad accionada no concede el recurso de apelación, nos queda como opción hacer 
uso del recurso de queja, que no es otra que acudir ante el superior jerárquico, a fin 
de que se estudie la viabilidad de la procedencia del recurso de apelación; lo que 
conlleva a que le ordene en caso de ser favorable que proceda a concederlo y se le 
resuelva sobre el particular.  
Lo anterior, hay que tener presente que debe además haberse interpuesto en su 
oportunidad el recurso de apelación y esbozar o argumentar porqué es viable dicho 
recurso; pues, en el caso contrario, si el recurso de apelación se presentó en forma 
extemporánea será rechazado el de queja porque no ha cumplido con uno de los 
requisitos para tal fin. 
 
 
Modelo de recurso de reposición en subsidio de apelación 






REF. RAD No. Xxxxx. – pensión de vejez 
ASEGURADA: xxxxxxx, C. C. No. xxxxx 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICION EN SUBSIDIO DE APELACION CONTRA LA RESOLUCION No. 
xxxxxxxx.  
 (Nombre del abogado), mayor de edad y de esta vecindad, identificado con la cédula de ciudadanía 
número (cedula del abogado) expedida en xxxxx, abogado en ejercicio, con Tarjeta Profesional No. xxxx 
del Consejo Superior de la Judicatura, obrando como apoderado judicial del señor (nombre del 
ciudadano), de conformidad con el poder adjunto, persona plenamente capaz, mayor de edad, con 
domicilio civil en esta ciudad, en su condición de directamente interesada para agotar la vía gubernativa 
y solicitar el reconocimiento y pago del retroactivo pensional de la pensión por vejez reconocida a 
través de la resolución No. xxxxxx, por las  siguientes: 
RAZONES DE HECHO Y DE DERECHO  
 
1º.- La señora (o) (nombre del ciudadano), nació el  xxxxxxx 
2°.- La señora (o) (nombre del ciudadano), cumplió 60 años de edad xxxxxx, fecha en la cual adquirió 
su estatus jurídico de pensionado. 
3°.- La señora (o) (nombre del ciudadano), es beneficiaria del régimen de transición consagrado en el 
artículo 36 de la Ley 100 de 1993, toda vez que al 01 de abril de 1994, había cumplido 43 años, 00 meses 
y 03 días de edad. 
4°.- La señora (o) (nombre del ciudadano), es beneficiaria del régimen de transición consagrado en el 
Acto Legislativo No. 01 de 2005, toda vez que al 25 de julio de 2005 había completado más de 15 años 
de servicio, esto es 772,13 semanas. 
5°.- La señora (o) (nombre del ciudadano), al cumplir los requisitos de tiempo y edad para pensionarse 
solicitó ante xxxxxx la historia laboral o semanas cotizadas durante su vida laboral.  
6º.- (nombre de la entidad de a la que se le acciona) al entregar la historia laboral no cargo la totalidad 
de semanas impidiendo que le aparecieran una gran cantidad de semanas cotizadas lo que le impiden 
acceder a la pensión por vejez. 
8º.- (nombre de la entidad de a la que se le acciona) por solicitud de la señora (o) (nombre del 
ciudadano), expide la historia laboral o semanas cotizadas actualizadas al 03 de abril de 2012, en donde 
se constata en el reporte de semanas un total de 895,43 semanas, de donde se deduce que tal número 
de semanas no le da derecho a acceder a la pensión de vejez, configurándose en una violación al habeas 
data laboral de la demandante. 
10º.- (nombre de la entidad a la que se le acciona) por solicitud de La señora (o) (nombre del 
ciudadano), expide la historia laboral o semanas cotizadas actualizadas al 01 de agosto de 2016, en 
donde se constata en el reporte de semanas un total de 1.082,43 semanas, de donde se deduce que tal 
número de semanas SÍ le da derecho a acceder a la pensión de vejez. 
11º.- (nombre de la entidad a la que se le acciona) por solicitud de La señora (o) (nombre del 
ciudadano), expide la historia laboral o semanas cotizadas actualizadas al 25 de Noviembre de 2016, 
en donde se constata en el reporte de semanas un total de 1.234,14 semanas, de donde se deduce que 
 tal número de semanas no le da derecho a acceder a la pensión de vejez, configurándose en una 
violación al habeas data laboral de la demandante. 
12º.- (nombre de la entidad a la que se le acciona)  por solicitud del señora (o) (nombre del ciudadano), 
expide la historia laboral o semanas cotizadas actualizadas al 30 de marzo de 2017, en donde se 
constata en el reporte de semanas un total de 1.244,43 semanas, de donde se deduce que tal número 
de semanas no le da derecho a acceder a la pensión de vejez, configurándose en una violación al habeas 
data laboral de la demandante. 
13º.- Por negligencia de (nombre de la entidad a la que se le acciona) no  se pensionó al cumplimiento 
de los requisitos y sólo pudo ser posible hasta la fecha de la solicitud dentro del radicado xxxxxx 
14º.- (nombre de la entidad a la que se le acciona) a través de la Resolución No. xxxxxxx, le concedió la 
pensión por vejez, a partir del (fecha que la entidad pensiona pero no es la correcta),, en cuantía de 
$737.717.oo, equivalente a un salario mínimo legal mensual. 
15º.- (nombre de la entidad a la que se le acciona) a través de la Resolución No. xxxxxx, le concede el 
derecho reclamado a partir del (fecha que la entidad pensiona pero no es la correcta), cuando debe 
reconocerse a partir del (fecha que adquirió el estatus)., fecha en la cual cumplió con los requisitos de 
edad y tiempo de semanas cotizadas, como lo consagra el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, 
aprobado por el Decreto 758 de 1990, en concordancia con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, además 
a partir del 13-05-11, no estaba obligada a cotizar al sistema toda vez que para esa fecha esto es 13 de 
mayo de 2011, ya la peticionaria había cumplido con los requisitos de tiempo y edad para acceder a la 
pensión de vejez en los términos del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 
de 1990 en concordancia con el artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 
PETICIONES 
1. Se Revoque o modifique totalmente la Resolución No. xxxxxxx, por medio de la cual (nombre 
de la entidad a la que se le acciona), resolvió en forma desfavorable la solicitud el 
reconocimiento y pago del retroactivo pensional de la pensión por vejez de la señora (o) 
(nombre del ciudadano) 
2. Que una vez se Revoque o modifique totalmente la Resolución No. xxxxxxxxx, por medio de la 
cual (nombre de la entidad a la que se le acciona), resolvió en forma desfavorable la solicitud 
el reconocimiento y pago del retroactivo pensional de la pensión por vejez de la señora (o) 
(nombre del ciudadano), Que se declare que la señora (o) (nombre del ciudadano), es 
beneficiario del régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 (Ley 
100, 1993) y del Acto Legislativo No. 01 de 2005 (Acto Legislativo 1, 2005). 
3. Que una vez se Revoque o modifique totalmente la Resolución No. xxxxxxx, por medio de la 
cual (nombre de la entidad a la que se le acciona), resolvió en forma desfavorable la solicitud 
el reconocimiento y pago del retroactivo pensional de la pensión por vejez de la señora (o) 
(nombre del ciudadano), 
4. Se condene a (nombre de la entidad a la que se le acciona), el reconocimiento y pago del 
retroactivo pensional de la pensión por vejez a favor de la señora (o) (nombre del ciudadano), 
a partir del 13 de mayo de 2011, teniendo en cuenta el principio constitucional de la 
favorabilidad de la ley, la condición más beneficiosa consagrado en el artículo 53 y del artículo 
 48 de la constitución política (constitucion politica, 1991) y se inaplique cualquier normatividad 
que sea regresiva en materia de seguridad social  
5. Se reconocerán y pagarán los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 
1993 (Ley 100, 1993), a partir (fecha que adquirió el estatus). 
6. Sobre las sumas reconocidas se reconocerán y pagarán en forma indexadas a partir de (fecha 
que adquirió el estatus). 
 
PRUEBAS 
Ruego tener como pruebas la actuación surtida en la solicitud referida y las anexadas y expuestas en el 
presente recurso  
DERECHO 
Sentencia C- 529 de 2010 (sentencia C-529, 2010) 
4.1.1 Requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez. 
El decimosegundo inciso del artículo 48 de la Constitución (constitucion politica, 1991) establece que 
ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo. El legislador, al regular los regímenes pensionales, 
determinó los requisitos que permiten al afiliado al sistema tener el derecho a la pensión de vejez. De 
conformidad con lo establecido en el literal h) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993 (Ley 100, 1993), “en 
desarrollo del principio de solidaridad, los dos regímenes previstos por el artículo 12 de la presente ley 
garantizan a sus afiliados el reconocimiento y pago de una pensión mínima en los términos de la 
presente ley”.  El monto de esa pensión depende de unos parámetros, que a partir de un mínimo, 
permiten al afiliado, a través de esfuerzo en tiempo y/o en contribuciones adicional, incrementarlo 
gradualmente. El sentido de la disposición demandada es prescribir que la concurrencia de esos 
parámetros mínimos, constituye causal de extinción de la obligación de cotizar al sistema. 
4.1.1.1 Requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez en el régimen de prima media con 
prestación definida  
Para el régimen de prima media con prestación definida, los  parámetros cuya satisfacción permite al 
afiliado adquirir el derecho a una pensión mínima, están establecidos en el artículo 33 de la Ley 797 de 
2003 (Ley 797, 2003), tal y como quedó modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003 (Ley 797, 
2003): 
  “Para tener el derecho a la pensión de vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones: 
1.      Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o sesenta (60) años 
si es hombre. 
A partir del 1º de enero del año 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete 
(57) años de edad para la mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre. 
2.      Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo. 
 A partir del 1 de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 
y a partir del 1º de enero de 2006 se incrementará en 25 cada año hasta llegar a 
1300 semanas en el año 2015…”.[33] 
 Una vez se cumplen estos requisitos, el afiliado tiene el derecho a la pensión de vejez. ¿A cuánto 
asciende el monto de esa pensión? Ello dependerá de una serie de variables que están definidas en el 
artículo 34 de la Ley 100 de 1993 (Ley 100, 1993), tal y como quedó modificado por el artículo 10 de la 
Ley 797 de 2003 (Ley 797, 2003):  
“El monto mensual de la pensión de vejez, correspondiente a las primeras 1000 semanas 
de cotización, será equivalente al 65% del ingreso base de liquidación.[34] Por cada 50 
semanas adicionales a las 1000 hasta las 1200 semanas, este porcentaje se incrementará 
en un 2%, llegando a este tiempo de cotización al 73% del ingreso base de liquidación. 
Por cada 50 semanas adicionales a las 1200 hasta las 1400, este porcentaje se 
incrementará en 3% en lugar del 2%, hasta completar un monto máximo del 85% del 
ingreso base de liquidación. 
El valor total de la pensión no podrá ser superior al  85% del ingreso base de liquidación, 
ni inferior a la pensión mínima de que trata el artículo siguiente.[35] 
A partir del 1º de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas: El monto mensual 
de la pensión correspondiente al número de semanas mínimas de cotización requeridas, 
será del equivalente al 65% del ingreso base de liquidación de los afiliados. Dicho 
porcentaje se calculará de acuerdo con la fórmula siguiente: 
r = 65.50 – 0.50s, donde: 
r = porcentaje del ingreso de liquidación. 
s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
A partir del 2004, el monto mensual de la pensión de vejez será un porcentaje que 
oscilará entre el 65% y el 55% del ingreso base de liquidación de los afiliados, en forma 
decreciente en función de su nivel de ingresos calculado con base en la fórmula señalada. 
El 1º de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 50 semanas. 
Adicionalmente, el 1º de enero de 2006 se incrementarán en 25 semanas cada año hasta 
llegar a 1300 semanas en el año 2015. 
A partir de 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas requeridas, 
el porcentaje se incrementará en un 1.5% del ingreso base de liquidación, llegando a un 
monto máximo de pensión entre el 80% y el 70.5% de dicho ingreso, en forma 
decreciente en función del nivel de ingresos de cotización, calculado con base en la 
fórmula establecida en el presente artículo. El valor total de la pensión no podrá ser 
superior al ochenta (80%) del ingreso base de liquidación, ni inferior a la pensión 
mínima”. 
Interpretada la disposición demandada –según la cual “la obligación de cotizar cesa al momento en que 
el afiliado reúna los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez”- en consonancia con los 
 artículos 33 y 34 de la Ley 100 de 1993 (Ley 100, 1993), se concluye que en el régimen de prima media 
con prestación definida, los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez son aquellos que 
permiten al afiliado adquirir el derecho a la pensión, sin perjuicio de que éste, con un esfuerzo adicional, 
logre incrementar su monto. 
Así, por ejemplo,  en el año 2010 –fecha de la presente providencia-, y aplicando la regla de carácter 
incremental en cuanto al número de semanas mínimas requeridas, un hombre afiliado al sistema 
adquiere el derecho a la pensión al cumplir 60 años de edad y al haber  cotizado durante 1175 semanas. 
Al ser éste, en términos del citado artículo 34,“el número de semanas mínimas de cotización 
requeridas”, se entiende que él tiene derecho al porcentaje sobre el ingreso base de liquidación que 
resulte de aplicar la fórmula señalada en el artículo. A partir de ese momento, ha cumplido con “los 
requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez”  y por lo tanto, a partir de ese momento cesa su 
obligación de cotizar al sistema, sin perjuicio –como se verá más adelante en detalle- de que 
voluntariamente quiera seguirlo haciendo, para beneficiarse de los incrementos en el monto de su 
pensión que se derivan de un aumento en el número de semanas cotizadas.  
La pensión mínima de vejez, en este régimen, es la que corresponde a quien ha cumplido los requisitos 
mínimos para pensionarse, esto es, la edad, y el número mínimo de semanas requeridas.  
ANEXOS: 
- DOCUMENTALES 
1. Poder para actuar. 
2. Resolución No. xxxxxx 
 






(Nombre del abogado) 
C.C. No. xxxx de xxxx 





¿Precisar cuándo adquieren firmeza los actos administrativos según el código 
de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo? 
  
¿Qué se entiende por firmeza de los actos administrativos?  
 
Como se dijo al inicio de la investigación, existen variadas definiciones del acto 
administrativo. Según Agustín Gordillo define (Gordillo, 2008) el “Acto Administrativo”, 
como “toda declaración unilateral de voluntad realizada en el ejercicio de la función 
administrativa que produce efectos jurídicos individuales de forma inmediata.” En este 
sentido quedan excluidos los actos de la administración puramente materiales, por 
ejemplo redacción de un oficio. 
Según la doctrina, la fuerza ejecutoria de los actos administrativos, es decir, su 
ejecutividad depende entonces de dos aspectos fundamentales: la presunción de 
legalidad del acto administrativo, siempre que no haya sido desvirtuado, y su firmeza, 
que se obtiene cuando contra los actos administrativos no procedan ningún recurso, o 
los recursos interpuestos se haya decidido, o no se interpongan recursos o se renuncia 
expresamente a ellos, o cuando haya lugar a la perención o se acepten los 
desistimientos. 
El profesor JORGE OLIVERA TORO (Ley 1437, Congreso de la Republica), 
considera que las condiciones de ejecutoriedad de los actos administrativos son:  
La existencia de un acto administrativo;  
Que ese acto sea perfecto; 
Que tenga condiciones de exigibilidad, es decir, que sea capaz de producir efectos 
jurídicos que sea ejecutivo, y 
Que ordene positiva o negativamente al particular y éste no lo acate 
voluntariamente. 
Los fundamentos de la ejecutoriedad del acto administrativo son de carácter político 
y jurídico. 
El primero deriva de la urgencia de la satisfacción de las necesidades sociales que 
la administración debe atender, las cuales no permiten demora de ninguna naturaleza. 
Los intereses generales no pueden tener obstáculos o retrasos en su satisfacción. 
El segundo de los fundamentos, o sea el jurídico, radica en la presunción de legitimidad 
que tiene el acto administrativo, presunción (juris tantum), o sea, que admite prueba 
 en contrario (OLIVERA TORO, JORGE, MANUAL DE DERECHO ADMINISTRATIVO. 
ED. PORRUA, MEXICO, 1976, pág. 190). 
Así mismo, el profesor JOSE ROBERTO BROMI, al referirse a la ejecutoriedad de 
los actos administrativos, señala:  
La ejecutoriedad puede considerarse como una manifestación especial de la 
eficacia de los actos administrativos, en cuanto a éstos, imponen deberes o 
restricciones a los administrados, que pueden ser realizados a un contra la voluntad 
de ellos por medio de los órganos administrativos (Bromi, José Roberto, Manual de 
derecho Administrativo, tomo I. ED. Astrea, Buenos Aires, 1987, págs. 145 y 146) 
Los actos administrativos por regla general son obligatorios mientras no hayan sido 
suspendidos o declarados nulos por la jurisdicción Contenciosa Administrativa. 
La legalidad de un acto administrativo puede ser desvirtuada a través de un proceso 
de simple nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho, es decir, que la 
presunción solo puede ser desvirtuada por medio de un proceso ante la jurisdicción 
contenciosa para que se declaren nulos, de conformidad con lo señalado en el artículo 
88 del código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo. 
Como ya hemos establecido la definición de firmeza de actos administrativos 
mediante catedráticos del tema, empecemos a dirimir parte por parte el artículo 
tipificado que se encuentra en el capítulo VIII, articulo 87 de la ley 1437 de 2011 (ley 
1437, Congreso de la Republica, 2011),  y habla sobre la firmeza de los actos 
administrativo, el artículo mencionado trae una seria de numerales, que se explicarán 
en debida forma, para que sea entendible al personal que realice el estudio de esta 
investigación, mencionemos el artículo.  
La norma señala, en su capítulo VIII, conclusión del procedimiento administrativo, 
de la Ley 1437 de 2011, en su artículo 87 (Ley 1437, Congreso de la Republica, 2011): 
Firmeza de los actos administrativos. Los actos administrativos quedarán en firme: 
 
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de su 
notificación, comunicación o publicación según el caso. 
En este numeral podemos decir, que en la misma decisión en la parte resolutiva, 
informa que la misma no procede recurso alguno. 
 2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión 
sobre los recursos interpuestos. 
3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, 
si estos no fueron interpuestos, o se hubiere renunciado expresamente a ellos. 
4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento de 
los recursos. 
5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para el 
silencio administrativo positivo. 
 
Hablemos del numeral primero que dice que contra las resoluciones o actos 
administrativos no procedan ningún recurso, pero deben ser notificados, comunicados 
o publicados, esto quiere decir, que cuando un ciudadano interpone una reclamación 
ante una entidad administrativa ya sea por su necesidad, la entidad accionada 
resolverá la petición mediante resolución o acto administrativo; pero al momento de 
notificar la decisión se le informará al peticionario que contra la decisión tomada no 
procede recurso alguno, y además dentro del resuelve de la petición anunciará que 
contra ellos no procede recurso alguno, y deberán entonces acudir a la jurisdicción 
administrativa. Es de utilidad tener muy claro este numeral porque si la decisión 
adoptada por la entidad accionada argumenta el no permitirle interponer recurso se 
deberán tomar otras medidas sin tener que volver a accionar a la entidad que resuelve 
la decisión. 
 
Seguidamente, hablemos del numeral segundo que argumenta que se deberán 
interponer el recurso al día siguiente de la notificación, comunicación o publicidad. Esto 
quiere decir, que si soy notificado el día lunes los términos empezarán a contar desde 
el día martes, hasta el día diez que es la posibilidad de interponer recurso de ley contra 
actos administrativos y si lo hiciere fuera del término se tendrá como extemporáneo y 
no se resolverá por no presentarse en el término estipulado por la ley.  
Ahora hablemos del numeral tercero, que dice que el acto administrativo queda en 
firme cuando no se presenta el recurso en el término estipulado o si hubiese 
renunciado expresamente de no interponer recurso sobre la decisión adoptada por la 
 entidad accionada; esto es claro en precisar que el accionado podrá renunciar a 
interponer recurso en cualquier momento y si ello fuera así se tendrá como válido lo 
decidido por la entidad accionada, podemos ilustrarlo de la siguiente manera:  cuando 
me notifican el día lunes 9 de abril de 2018 y pasa el día 23 de abril de 2018 (teniendo 
en cuenta que no se debe contar como términos los días sábados, domingos y lunes 
festivos, incluyendo los días de vacancia o en aquellos días que la entidad no haya 
laborado) es decir, y no presento el recurso,  ya sea porque se me olvidó, se me pasó 
la fecha o no me acordaba y lo presenté el día 24 de abril de 2018, (contando los diez 
(10) días hábiles) ante la entidad administrativa, la entidad accionada recepcionará el 
memorial del recurso, pero al momento de resolverlo dirá que por haberse presentado 
de manera extemporánea no se aceptará el recurso y quedará en firme la decisión 
adopta.  
Si hablamos del numeral cuarto, estaríamos bajo la presunción de la aceptación que 
el peticionario lo quiso así. En este caso es donde el peticionario envía mediante oficio 
o en la misma notificación personal decide desistir de los recursos a que tiene derecho 
o una vez presentado el recurso decide desistir del mismo, por ello se entiende que la 
decisión adoptada por la entidad es benéfica para el peticionario y por lo anterior 
quedará en firme el acto administrado.  
Por último hablemos del número quinto que explica que luego de incorporada una 
petición o reclamación administrativa la entidad accionada no responde a la misma, 
queriendo decir que aplica el silencio administrativo positivo aceptando las 
pretensiones del peticionario; esto se da cuando la entidad no responde a lo pedido y 
pasando un término estipulado por la misma ley, siendo, que opera el silencio 
administrativo positivo, de manera excepcionalmente, sólo en los casos y condiciones 
taxativamente señalados en la norma especial o en disposiciones legales especiales 
el silencio administrativo equivale a decisión positiva.  
La jurisprudencia del Consejo de Estado, ha manifestado sobre el particular que 
cuando un administrado solicita de la administración algo y ésta no responde en el 
plazo predeterminado legalmente (siempre que esté previsto en la norma como un 
supuesto silencio positivo y se den las demás condiciones precisas) se entenderá 
otorgado lo solicitado, gracias al silencio positivo. En tales casos la voluntad (en 
 sentido amplio) de la administración queda sustituida directamente por la de la ley, de 
tal forma que estrictamente ni siquiera se presume aquella, si no que en términos de 
Fernández de Velasco, se produce la más elevada expresión de la voluntad 
administrativa: la de la ley. 
Por ello, el artículo 85 del CPACA (Ley 1437, Congreso de la Republica, 2011), se 
refiere al procedimiento al invocar el silencio administrativo positivo, cuando la persona 
que se hallare en las condiciones previstas legalmente que establecen el beneficio del 
silencio administrativo positivo, protocolizará la constancia o copia de que trata el 
artículo 15, junto con una declaración jurada de no haberle sido notificada la decisión 
dentro del término previsto.  
Igualmente en su inciso segundo del mismo artículo, refiere que la escritura y sus 
copias autenticadas producirán todos los efectos legales de la decisión favorable que 
se pidió, y es deber de todas las personas y autoridades reconocerlas así. Para efectos 
de la protocolización de los documentos de que trata este artículo se entenderá que 
ellos carecen de valor económico. Luego, una vez protocolizado el beneficio del 
silencio administrativo positivo, al día siguiente adquiere su firmeza. Sin importar que 
la administración haya actuado en forma negligente  o por cualquier otro motivo, 
cumplido con lo establecido en el artículo 85 del CPACA, se protocoliza y al día 
siguiente estaríamos en el cumplimiento de la última de las causales del artículo 87 
ibídem.  
Para terminar, es importante hacer alusión al artículo 88 del CPACA, que trata sobre 
la presunción de legalidad de los actos administrativos mientras no hayan sido 
anulados por la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Cuando fueren 
suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su 
legalidad o se levante dicha medida cautelar. 
A su turno el artículo 89, que se explica por sí solo, nos enseña el carácter ejecutorio 
de los actos expedidos por las autoridades, y de los cuales se encuentren en firme, 
salvo disposición en contrario, que su ejecución material procederá sin mediación de 
otra autoridad y para para ello podrá requerirse si fuere necesario, el apoyo o la 
colaboración de la Policía Nacional. 
 Como ilustración y aprendizaje del tema es que cuando un acto administrativo 
imponga una obligación no dineraria a un particular y este se resista a cumplirla, la 
autoridad que expidió el acto podrá imponer multas sucesivas mientras el particular 
permanezca en rebeldía y no cumpla con la obligación pactada. También la entidad 
pondrá plazos razonables para que el particular cumpla con la obligación; esto quiere 
decir, que si el particular sigue en rebeldía la entidad le podrá interponer multas entre 
uno y quinientos salarios mínimos mensuales vigentes, que se encuentra consagrado 
en el artículo 90 de la ley 1437 de 2011 (Ley 1437, Congreso de la Republica). Así 
mismo, la administración podrá realizar directamente o contratar la ejecución material 
de los actos que corresponden al particular renuente, caso en el cual se le imputarán 
los gastos en que aquella incurra. 
Habiendo esbozado sobre la aplicación y la materialización cuando los actos se 
encuentren en firme, nos ocuparemos ahora de hablar sobre cuando éstos podrán 
perder la ejecutoriedad para que sea tenido en cuenta y no dejemos que nuestro acto 
administrativo en firme pierda su calidad de tal.  Para ello mencionare el artículo 91 el 
cual dice lo siguiente: ARTÍCULO 91. PÉRDIDA DE EJECUTORIEDAD DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO (Ley 1437, Congreso de la Republica, 2011). Salvo norma expresa 
en contrario, los actos administrativos en firme serán obligatorios mientras no hayan 
sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Perderán 
obligatoriedad y, por lo tanto, no podrán ser ejecutados en los siguientes casos: 
1. Cuando sean suspendidos provisionalmente sus efectos por la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo. 
2. Cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de derecho. 
3. Cuando al cabo de cinco (5) años de estar en firme, la autoridad no ha realizado 
los actos que le correspondan para ejecutarlos. 
4. Cuando se cumpla la condición resolutoria a que se encuentre sometido el acto. 
5. Cuando pierdan vigencia. 
 
De esta manera el citado precepto consagra por una parte la obligatoriedad de los 
actos administrativos como regla general “salvo norma expresa en contrario”, y como 
excepciones la pérdida de la fuerza ejecutoria, por suspensión provisional, por 
 desaparición de sus fundamentos de hecho y de derecho, eventos denominados por 
la jurisprudencia y la doctrina, el decaimiento del acto administrativo; por el transcurso 
del tiempo, es decir al cabo de cinco años de estar en firme, la administración no ha 
realizado los actos que le correspondan para ejecutarlos; por cumplimiento de la 
resolución resolutoria a que está sometido; y cuando pierdan su vigencia, es decir por 
vencimiento del plazo.  
Y para finalizar se debe tener en cuenta que existen algunas reglas como requisito 
de procedibilidad en ciertos casos, frente a un acto administrativo, no es necesario 
hacer uso de los recursos de reposición o el de queja, cuando únicamente así se 
requiera, solo basta con renunciar al recurso de reposición o dejar vencer el término 
para interponerlo; por cuanto así lo estableció el artículo 76 CPACA, que los recursos 
de reposición y de queja no son obligatorios. Sin embargo, cuando procede el recurso 
de apelación, es necesario interponerlo en forma directa o en forma subsidiaria cuando 
este también procede y en este último caso se torna además de una carga procesal 
se torna obligatoria, si en un futuro quiere hacer uso de una acción judicial. 
En este caso, puede decirse que si el acto administrativo requiere o es susceptible 
del recurso de apelación se debe interponer, porque de no hacerlo, además de que 
aquel queda en firme, que interesado quedaría sin poder accionar ante la jurisdicción 
haciendo uso posible de un medio de control como la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho contra el mismo.   
No sin antes manifestar que cuando se hace uso de los recursos procedentes, el 
requisitos se cumple cuando hayan sido resueltos mediante acto administrativo 
expreso debidamente notificado, o acto administrativo ficto, es decir, por la ocurrencia 
del silencio administrativo negativo o positivo. No basta con solo interponer el recurso 






La misma Ley 1437 de 2011 (Ley 1437, Congreso de la Republica, 2011), además 
de los fines, su aplicación y principios, desarrolla en su capítulo VI, los recursos contra 
los actos administrativos, en la que nos indica que éstos pueden ser aclarados, 
modificados, adicionados o revocados a través de herramientas denominadas 
recursos. 
Debemos tener presente y estar atentos, que una vez realizada la notificación o 
comunicación del acto administrativo, existe un tiempo establecido después de 
aquella, en la que permite no solamente interponer el recurso correspondiente, sino 
también el respectivo argumento o sustentación del mismo; ya que si se presenta por 
fuera de ese plazo, muy seguramente lo declararán desierto y se pierde la oportunidad 
de que la administración lo aclare, adiciones, modifique o revoque.  
La práctica nos ha enseñado que si bien los términos se deben contar a partir del 
día siguiente a la notificación o comunicación del acto administrativo, no se debe dejar 
todo para el último momento, para la interposición del recurso;, pues casos se han 
visto, que se presentan series de inconvenientes al interesado, y cuando se da cuenta 
ya está sobre la última hora, para presentarlo, produciendo con ello, que el recurso 
quede extemporáneo; y además, la sustentación del recurso no quede en la debida 
forma, dejando por fuera asuntos de vital importancia a tratar, del cual se pierde la 
oportunidad de discutir o debatir ante la entidad por la inconformidad de la decisión. 
Con este artículo aprendimos no solo el significado de cada  uno de los temas 
desarrollados, sino que además, especialmente, cuáles son los recursos que pueden 
interponerse frente a un acto administrativo, de los consagrado en el nuevo código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en qué momento se 
deben interponer y cuándo adquieren firmeza legalmente esos actos. 
 Así mismo, se trataron asuntos específicos concerniente a la presunción de 
legalidad, el carácter ejecutorio, las sanciones en caso de renuencia y pérdida de 
ejecutoriedad del acto administrativo. 
Este trabajo, además, nos ha enseñado que el ciudadano tiene la facultad mediante 
reclamación administrativa a solicitar el reconocimiento de un derecho y cuando la 
 entidad resuelve esa solicitud ya sea en favor o no de lo pedido, se le indicará en la 
parte resolutiva informándole que si ha bien lo desea que puede interponer algún 
recurso. 
 Como se dijo anteriormente, ya sea en la parte resolutiva o en la comunicación de 
notificación del acto administrativo, especialmente cuando existe inconformidad con la 
decisión podrá interponer los recursos ya sean de reposición o el de apelación o esta 
última como subsidiaria de aquella, dentro del término; o en su defecto, le manifestará 
si a ello no hubiere lugar; es decir, que puede acudir directamente a la jurisdicción 
administrativa, si lo desea; siempre y cuando así lo diga en la resolución, si no lo dice, 
se deberá interponerse los recursos como se señaló anteriormente. 
No podemos olvidar que en el artículo 76 del CPACA, determina que son diez (10) 
días que tiene el interesado para interponer los recursos contra los actos. 
En aquellos casos en que se niegue el recurso de apelación, el interesado podrá 
interponer el recurso de queja; a fin de que se le resuelva la viabilidad del recurso de 
apelación. 
Sin embargo, quien interpone el recurso de queja deberá demostrar: 1. Que 
interpuso el recurso de apelación dentro del término legal, y, 2. Fundamentar los 
motivos del porqué está en desacuerdo por la denegación del recurso de apelación. 
Además, es importante tener bien claro los requisitos que todo recurso debe llevar; 
a fin de poder dar cumplimiento en lo ordenado en su artículo 77 del CPACA, para 
evitar que el mismo sea rechazado  por parte de entidad accionada. 
También se concluyó que a pesar de haberse interpuesto el recurso de apelación, 
puede el interesado si a bien lo desea desistir del mismo, quedando como 
consecuencia la firmeza del acto. 
      Concluimos que este artículo le ofrece al lector, sin utilizar términos demasiados 
técnicos, la oportunidad de tener a su alcance una mayor orientación en el manejo de 
los recursos contra los actos administrativo, que le brindarán un mayor aporte como 
artículo sencillo para toda la sociedad; sin necesidad tener una especialidad sobre el 
particular; pues, solo basta con entender que es un acto administrativo y cuáles son 
las formas en que el usuario puede acudir, no solamente ante quien profirió la 
 actuación, sino que también se puede acudir ante el superior para que revise la 
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